Radicación: 66001-31-87-004-2018-00082-01

Accionante: Esperanza Palacios 
Accionado: DIAN
Decisión: Confirma

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / TÉRMINOS PARA RESOLVER / REQUISITOS DE LA RESPUESTA / HECHO SUPERADO.

Debe tenerse en cuenta además que la Ley 1755 de 2015, por medio de la cual se regula lo concerniente al derecho fundamental de petición, sustituyendo en su artículo 1º los ordinales 13 al 33 de la Ley 1437 de 2011, reguló los términos con que cuentan las entidades para resolver las distintas modalidades de solicitudes en su artículo 14, así: 

“Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción…
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. (…)

Partiendo de lo dicho atrás, no se requieren mayores disquisiciones para concluir que la decisión de primer nivel estuvo ajustada a derecho, porque conforme a las normas aplicables al caso, la DIAN ya procedió a expedir el certificado de tiempos laborados por la señora ESPERANZA PALACIOS, lo cual redunda, por razones obvias, en una carencia de objeto como bien lo indicó la Juez A Quo en su decisión, corolario de lo cual la misma se habrá de confirmar en su integridad. 
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	Confirma


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora ESPERANZA PALACIOS, accionante dentro del presente asunto, contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el pasado 3 de octubre de 2018, mediante el cual declaro la carencia de objeto por hecho superado en la acción de tutela instaurada por la recurrente en contra de la DIAN. 
ANTECEDENTES:
La señora ESPERANZA PALACIOS instauró acción de tutela en contra de la DIAN, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales de petición, debido proceso, seguridad social y mínimo vital. Los hechos según los cuales cimentó su petición se pueden relacionar así: 
· En el lapso comprendido entre el 23 de octubre de 1980 y el 31 de marzo de 2017, la señora ESPERANZA prestó sus servicios a la DIAN. 
· No obstante lo anterior, mediante Resolución 9451 del 26 de febrero de 2018 la DIAN certificó el tiempo de servicios prestados, limitándolo hasta el 30 de junio del año 2009. 
· El 18 de julio de 2017, la señora ESPERANZA elevó ante la DIAN una solicitud tendiente a que se le certificara todo el tiempo de servicios prestado por ella, o se actualizara su historia laboral, así como las entidades a las cuales se efectuaron aportes para pensión, y salarios devengados; a lo cual recibió respuesta en la que se le suministraron los reportes de nómina de lo devengado por ella entre el 1º de abril de 2008 y el 31 de marzo de 2007, sin embargo, en el Formato 1 de tiempo de servicios, circunscribió nuevamente la certificación entre el 30 de octubre de 1980 y 30 de junio de 2009. 
· Tal circunstancia fue el fundamento por el cual la UGPP le negó una reliquidación pensional, dado que en la Resolución RDP 031849 del 31 de julio de 2018 le indicó que ella sólo había acreditado documentalmente el tiempo de servicios hasta el año 2009, y que era necesario que allegara el certificado con el total de los tiempos de servicios efectivamente laborados, indicando la fecha inicial y fecha final. 
· El 17 de julio de 2018 radicó ante la DIAN una nueva petición, con la que insistía en que se le certificara de manera integral su tiempo de servicios, poniendo de presente que hasta el 30 de junio de 2009 hizo aportes a la extinta CAJANAL, y que a partir de allí, los mismos se efectuaron ante el ISS, hoy COLPENSIONES.  
· Mediante Oficio 100214375-2627-2018 del 17 de agosto de 2018, la DIAN le allegó nuevamente la certificación reclamada, fijando el tiempo de servicios laborados por ella hasta el 30 de junio de 2009. 

· El 31 de agosto de 2018 la UGPP profirió la Resolución RDP 035629 mediante la cual le indicó a la señora ESPERANZA que para poder incluir en su liquidación pensional la totalidad de los tiempos laborados y sus descuentos, era necesario que allegara certificado mediante Formato 1 (B) hasta el mes de marzo de 2017. 
· La DIAN ha negado en forma sistemática la expedición del certificado que contenga la totalidad de su historia laboral, en donde se incluyan también los aportes o cotizaciones efectuados a COLPENSIONES, a pesar de que como empleadora tiene el deber de custodiar y preservar la información laboral de sus trabajadores. 
PRETENSIONES:

Con fundamento en lo anterior, solicitó la accionante que se protegieran los derechos fundamentales invocados como vulnerados, y en consecuencia, se le ordene a la DIAN que certifique la totalidad de su tiempo de servicios en esa entidad, comprendido entre el 23 de octubre de 1980 hasta el 31 de marzo de 2017 en Formato 1, indicando todas las entidades de previsión a las cuales se efectuaron aportes en todos los períodos, con copia autenticada a la UGPP. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 
El Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad avocó el conocimiento de la actuación el día 20 de septiembre de 2018, y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la DIAN para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción.
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 3 de octubre de 2018, declarar la carencia de objeto por hecho superado, teniendo en cuenta que dentro del término de traslado, la entidad accionada puso en conocimiento del Despacho que ya había procedido con la expedición del certificado laboral reclamado por la accionante. 
IMPUGNACIÓN:
Una vez notificada la decisión de instancia, y encontrándose dentro del término oportuno, la señora ESPERANZA PALACIOS presentó un escrito mediante el cual la impugnó. 
Para fundamentar su discrepancia, señaló la recurrente que si bien la DIAN remitió certificación con destino a la UGPP, lo hizo en formato CETIL y no en Formato 1 del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Ministerio de Trabajo; entonces, dice la accionante que lo que se debe dilucidar es si existe una justificación válida para que la DIAN se niegue a expedirle la referida certificación, partiendo de la base de que esa es una información que custodia y administra esa Entidad, y que no es de carácter reservado. 

Así las cosas, requiere que se le remita la certificación a su dirección personal, atendiendo los parámetros del Decreto #13 de 2001, o bien, se le EXPLIQUE cuáles son las razones y fundamentos normativos por los cuales se niega a hacerlo.
En ese orden de ideas, pidió que se tutelen sus derechos fundamentales, y en consecuencia, se le ordene a la DIAN que proceda a expedir certificación de tiempo de servicios prestados, en forma integral, en el Formato Tipo 1 adoptado conjuntamente por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Ministerio de la Protección Social.    

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

· Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la entidad accionada ha vulnerado de manera alguna los derechos reclamados por la parte accionante, o si por el contrario, le asistió razón al Despacho de Conocimiento al señalar que en el presente asunto había operad el fenómeno de la carencia de objeto por hecho superado, ante las gestiones desplegadas por la DIAN para resolver los pedimentos planteados por la señora ESPERANZA PALACIOS. 
· Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, y estricto, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  

Debe tenerse en cuenta además que la Ley 1755 de 2015, por medio de la cual se regula lo concerniente al derecho fundamental de petición, sustituyendo en su artículo 1º los ordinales 13 al 33 de la Ley 1437 de 2011, reguló los términos con que cuentan las entidades para resolver las distintas modalidades de solicitudes en su artículo 14, así: 

“Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:
 
1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.
 
2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.
 

Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.”
En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

(…)

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. (…)
 
”

Del caso concreto: 

En el caso que concita la atención de la Colegiatura, tenemos que la señora ESPERANZA PALACIOS, en calidad de accionante y recurrente se encuentra inconforme con lo decidido por el Juez de primer grado, al haber asegurado que en su caso puntual había operado el fenómeno de la carencia de objeto por hecho superado, por constatar que la entidad demandada había procedido a expedir la certificación laboral que ella reclamaba. 
Como quedó planteado en el escrito de impugnación, la señora ESPERANZA PALACIOS considera que se le continúan vulnerando sus prerrogativas, dado que la DIAN se niega a expedir su certificado de tiempo de servicios prestados a esa entidad en el Formato Tipo 1, en vez del CETIL. Por su parte, tenemos que la DIAN le ha explicado en reiteradas oportunidades que no es posible elaborar la certificación en los términos en que ella lo pide, toda vez que el Formato Tipo 1, fue diseñado de manera específica para complementar la información laboral cuando se hayan efectuado cotizaciones a fondos o cajas de previsión distintos al ISS o COLPENSIONES; tal explicación se evidencia a folios 92, 93 y 94 del cuaderno principal, con oficios expedidos por la DIAN en las fechas 20 y 23 de febrero de 2018 y 1º de marzo de 2018. 
Al respecto, la Colegiatura debe decir que a la entidad accionada le asiste razón en sus dichos, pues en efecto, tenemos que hace algunos años, mediante el Decreto 013 de 2001, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, expidió de manera conjunta con el Ministerio de Trabajo unos formatos especiales para la elaboración de certificaciones laborales, conocidos como CLEBPS, los cuales fueron diseñados para que las entidades públicas pudieran certificar los tiempos de servicios y cotizaciones efectuadas en favor de sus empleados antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, o bien, las posteriores a esa fecha que se hubieran realizado con destino a otras cajas públicas diferentes al ISS/COLPENSIONES, y así poder conservar históricos o datos concretos tendientes a la obtención de bonos pensionales o algún otro reconocimiento de esta naturaleza. 
Para dilucidar lo anterior, las aludidas Carteras Ministeriales no sólo diseñaron los formatos, sino que también han señalado instructivos para la elaboración de las certificaciones de información laboral, los cuales se encuentran disponibles para su consulta en la plataforma virtual
 del Ministerio de Hacienda, en donde se pueden obtener los formatos en blanco para su diligenciamiento, así como las guías para su elaboración. 
Así pues, en el “manual” instructivo, explicó el Ministerio que: “El campo específico de uso de los formatos de certificación de información laboral, corresponde a la certificación de tiempos de servicio o vinculaciones laborales durante las cuales se hacían aportes para pensiones a cajas públicas diferentes del ISS, o que no se efectuaban aportes a ninguna caja, es decir, por tiempos por los cuales responde directamente la entidad”
; y más adelante insistió en ello al decir que: “Los Formatos ÚNICAMENTE deben ser usados para certificar períodos de vinculación laboral con entidades públicas durante los cuales se hicieron aportes a cajas públicas y/o periodos por los cuales responden directamente los empleadores públicos.”; finalmente se extrae como relevante para el caso que nos ocupa la siguiente aserción: “Las Administradoras de Pensiones del Régimen de Prima Media con Prestación Definida NO PUEDEN exigir que se les reporte o certifique en los presentes formatos tiempos cotizados al ISS hoy COLPENSIONES, o alguna Administradora Privada de Fondos de Pensiones.”
Así mismo, se extrae del Formato Tipo 1 en blanco la siguiente indicación para su elaboración: “Usar únicamente para certificar tiempos cotizados a Cajas públicas diferentes al ISS o tiempos no cotizados”.
 


En igual sentido lo ha entendido la Corte Constitucional, al dejar por sentado que los formatos CLEBP tienen por fin el poder consolidar la información de tiempos laborados y cotizaciones cuando los aportes fueron realizados a fondos, cajas o entidades diferentes a Colpensiones, así lo dijo expresamente en la Sentencia T-154 de 2018:
“40. La Ley 100 de 1993, en el literal f) de su artículo 13, dispuso que para llevar a cabo el reconocimiento de una pensión, se tendrían en cuenta los tiempos cotizados al Instituto de Seguros Sociales o a cualquier caja, fondo o entidad del sector público o privado, con anterioridad a la entrada en vigencia de dicha ley.

Para tal efecto, se crearon los Certificados de Información Laboral mediante la expedición del Decreto 13 de 2001[61], el cual, en su artículo 3º establece lo siguiente:

“Certificado de información laboral. Las certificaciones de tiempo laborado o cotizado con destino a la emisión de bonos pensionales o para el reconocimiento de pensiones que se expidan a partir de la fecha de entrada en vigencia del presente decreto, deberán elaborarse en los formatos de certificado de información laboral, que serán adoptados conjuntamente por los ministerios de Hacienda y Crédito Público y de Trabajo y Seguridad Social, como únicos válidos para tales efectos”.

(…)

41. Se tiene entonces que en cumplimiento de lo consagrado en el artículo 13 de la Ley 100 de 1993, fueron implementados los Certificados de Información Laboral o formatos CLEBP, con los cuales se buscó consolidar la información de tiempos laborados y cotizaciones, para emitir los bonos pensionales cuando los aportes fueron realizados a fondos, cajas o entidades diferentes a Colpensiones.”

Finalmente, tenemos que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, a partir de la expedición de la Circular Conjunta # 0065 del 17 de noviembre de 2016, regulada posteriormente mediante el Decreto 726 de 2018, con el fin de evitar los desgastes administrativos que implicaban la expedición de las certificaciones laborales, implementó una herramienta tecnológica y diseñó el Formato de Certificación Electrónica de Tiempos Laborados CETIL, definido en el mencionado Decreto, así: “Es el Formato Electrónico que se habilitará en el Sistema de Certificación Electrónica de Tiempos Laborados (CETIL), para la expedición de las certificaciones laborales y contendrá toda la información relacionada con los tiempos laborados o cotizados y salarios con destino al reconocimiento de prestaciones pensionales y para el financiamiento de las mismas.”. 
Así pues, todo lo dicho hasta ahora resulta ser el fundamento normativo para arribar a las siguientes conclusiones: 
· La DIAN no ha vulnerado el derecho fundamental de petición de la señora ESPERANZA PALACIOS al certificar mediante el Formato CLEBP 1 la vinculación laboral e histórico de cotizaciones hasta el 30 de junio de 2009, porque la misma accionante reconoce en el numeral 7 del acápite de los hechos, que fue hasta esa fecha que se realizaron cotizaciones por parte de su empleadora con destino a CAJANAL, y que con posterioridad a ello se hicieron los aportes a COLPENSIONES, razón que explica el hecho de que allí no se vea reflejado todo el tiempo de su vinculación laboral, porque como viene de verse, no es de recibo que una entidad del RPM como es la UGPP le exija a una entidad pública que se reporte en el Formato 1 CLEBP los tiempos cotizados a COLPENSIONES
· La DIAN cumplió con su deber de certificar todo el histórico laboral de la señora ESPERANZA PALACIOS mediante el Formato Electrónico CETIL, de conformidad con lo consagrado en el Decreto 726 de 2018, tal y como se puede evidenciar en los folios 98 al 100 del cuaderno principal, en donde se indica que ella inició sus labores el 23 de octubre de 1980 y que culminó el 31 de marzo de 2017.   

Partiendo de lo dicho atrás, no se requieren mayores disquisiciones para concluir que la decisión de primer nivel estuvo ajustada a derecho, porque conforme a las normas aplicables al caso, la DIAN ya procedió a expedir el certificado de tiempos laborados por la señora ESPERANZA PALACIOS, lo cual redunda, por razones obvias, en una carencia de objeto como bien lo indicó la Juez A Quo en su decisión, corolario de lo cual la misma se habrá de confirmar en su integridad. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el pasado 3 de octubre de 2018, con ocasión de la acción de tutela promovida por la señora ESPERANZA PALACIOS en contra de la DIAN, ello, de conformidad con las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sentencia T-219 de 2001.


� Sentencia T-219 de 2001.


� http://www.minhacienda.gov.co/HomeMinhacienda/faces/GestionMisional/Bonos_Pensionales/empleadores


� Ver extracto de la “GUÍA DE DILIGENCIAMIENTO DE LAS CERTIFICACIONES DE INFORMACION LABORAL” a folio 5 del cuaderno de segunda instancia. 


� Ver folio 8 del cuaderno de segunda instancia.
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